CONSIDERACIONES DE LA INICIATIVA DE REFORMAS A LA LEY FEDERAL DE

 CORREDURÍA PÚBLICA PRESENTADA  POR EL  SEN.  FEDERICO DÖRING CASAR.

Las propuestas contenidas en la iniciativa de decreto por el que se modifica la denominación y se reforman y adicionan diversos artículos de la Ley Federal de Correduría Pública, presentada por el Senador Federico Döring Casar el día 20 de noviembre de 2008, resultan inviables, entre otras razones de inconstitucionalidad e ilegalidad, por las siguientes:

· Al pretender atribuir al Corredor Público facultades "de carácter federal", siendo que su naturaleza y funciones están restringidas al ámbito mercantil, el Congreso de la Unión violaría la Constitución y una buena cantidad de disposiciones expedidas por las legislaturas locales, por lo que más allá de contribuir a la seguridad y certeza jurídicas, se atentaría contra ellas, y esto en nada contribuye a la modernización de las estructuras jurídicas o económicas del país.

· Recordemos que tal y como lo ha reconocido la Suprema Corte de Justicia de la Nación
 "la fe pública es originalmente un atributo del Estado que tiene en virtud de su imperio, y es ejercitada a  través de los órganos estatales y de los particulares". En este último caso (particulares) es precisamente a Corredores Públicos y Notarios, a quienes se les delega la fe pública dentro del ámbito de sus respectivas y específicas competencias, para dotar de una presunción de verdad los hechos o actos, documentos y registros que interesan a los ámbitos jurídico y económico. 

· En este sentido se considera que aún y cuando se le cambie la denominación, las reformas y adiciones contenidas en la Iniciativa de referencia implican una regulación en materia notarial, la cual al no estar conferida expresamente a las autoridades federales, se entiende reservada a favor de los Estados a través de las leyes que expida el órgano legislativo local (lo que han reconocido nuestros tribunales en reiteradas ocasiones
).

· Si el Congreso de la Unión carece de competencia legislativa en lo que concierne de forma exclusiva a las legislaturas locales independientemente de la materia sobre la que versen tales actos, el pretender llevar a cabo las reformas propuestas atentaría contra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, particularmente contra los principios consagrados en los artículos 41, 42, 73, 121 y 124 (distribución de competencias legislativas federales y locales) pilares del Federalismo.

· Aunado a lo anterior, se violarían otros principios básicos de nuestro régimen constitucional federal regulados en disposiciones como el Código de Comercio en sus artículos 78 y 79 y el Código Civil Federal en sus artículos 12 y 13.

· El artículo 73 fracción XXX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en ningún caso le confiere facultades al Congreso de la Unión para legislar en las materias que ya le son conferidas a las legislaturas locales, por lo tanto lejos de "salvaguardar el federalismo”, bajo este fundamento se atentaría gravemente en su contra, avanzando más bien al centralismo, opuesto a nuestro régimen constitucional.

Aquello que la doctrina ha denominado como “facultades implícitas” del Congreso de la Unión (contenidas en dicho precepto constitucional) son aquellas que el Poder Legislativo Federal únicamente podrá ejercer en los casos en que una facultad federal que le ha sido conferida no pueda ejercitarse por sí misma. Es decir, esta figura de origen norteamericano, únicamente puede tener cabida en nuestro orden jurídico cuando se presenta una “imposibilidad de legislar” en alguna materia necesaria para hacer efectiva otra sobre la cual el Congreso de la Unión tiene facultad de legislar, y dicha imposibilidad únicamente puede darse en el caso en que la nueva materia objeto de regulación esté expresamente restringida a los Estados, lo que no sucede en el caso concreto, ya que las materias sobre las que versa claramente han sido conferidas a las legislaturas locales y restringido de forma expresa al Congreso de la Unión (así por ejemplo, en el caso del Distrito Federal, el artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su Base Primera fracción V  establece que es facultad de la Asamblea Legislativa legislar en las materias civil y notarial).

· Así expresamente lo ha reconocido el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la acción de inconstitucionalidad "11/2002", ya citada: 

"Ahora bien, del examen de las facultades expresamente otorgadas al Congreso de la Unión para legislar en el ámbito federal (artículo 73 constitucional), se desprende que no se contempla la materia o función notarial; de ahí, que conforme al principio de distribución de competencias consagrado en el artículo 124, es inconcuso que corresponde a las entidades federativas esa atribución, al ser parte de las facultades que le han sido reservadas; aunado que no se encuentra entre las materias prohibidas para los Estados o entre aquellas materias para las que requiere consentimiento del Congrego General.

En consecuencia, la facultad para regular en materia notarial, al no estar conferida expresamente a las autoridades federales, se entiende reservada a favor de los Estados, a través de las leyes que expida el órgano legislativo local, mediante las cuales se crea la figura del notario y se regula su función, sin más limitantes que no contravenir la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos."

· La propuesta de que el corredor público goce de una fe pública de carácter federal y el notario de una fe pública de carácter local es insostenible, pues si bien la fe pública como un elemento de la soberanía, radica en el Estado Federal y en cada una de las Entidades Federativas, las cuales a través de sus respectivos Ejecutivos la delegan entre otros, a favor de los corredores públicos y notarios, no puede limitarse en cuanto a sus efectos, pues sería tanto como limitar la soberanía de las Entidades que conforman el Estado Mexicano. Se debe atender exclusivamente a los límites que la propia autorización estatal imponga conforme a las facultades que la Constitución y las leyes reglamentarias le confieran al funcionario respectivo
.

· En términos de lo señalado en la Exposición de Motivos aparentemente se pretende, aunque en la propuesta de reforma no se precise, que el corredor público goce de una fe pública federal y el notario de una fe pública local que únicamente le permite autenticar actos, convenios y contratos regulados por la legislación local. Al respecto, no es concebible que conforme a nuestro sistema jurídico, un notario al hacer constar un acto jurídico para el que está facultado, no pudiera aplicar disposiciones legales de carácter federal sino solo de índole local, pues con ello estaría impedido por ejemplo, para cumplir las obligaciones que como auxiliar del fisco federal en materia impositiva le son atribuidas, y de otras disposiciones de suma importancia en materia de nacionalidad, de extranjería o bien en leyes mercantiles, agrarias y otras más. El Congreso de la Unión no ha optado ni puede optar por un “fedatario federal” para autenticar actos, hechos, convenios y contratos que regula la legislación federal, pues dichos ordenamientos en un reconocimiento expreso a la competencia legislativa federal y estatal, no solo prevén la posibilidad sino que en algunos casos ordenan la intervención del notario, cuya función a su vez ya es regulada por las leyes locales.



· La base sobre la cual se funda la Iniciativa en comento, es decir diversos estudios realizados por el Banco Mundial, hoy más que nunca resultan cuestionables, y deben tomarse con las debidas reservas. La situación económica global actual pone de manifiesto que las directrices, modelos y políticas económicas dictadas por este organismo en los últimos años, lejos de contribuir al progreso y desarrollo de las economías, las han colocado al borde del colapso, dejando ver claramente lo insostenible que resulta para la economía moderna continuar bajo ese mismo "modelo", precisamente dictado por este tipo de organismos eminentemente intervensionistas. Basta, a manera de ejemplo, analizar lo inconsistente de las conclusiones cuando sostienen que el 80% de los costos para "empezar un negocio" son costos notariales, que si consideramos oscilan en el orden de los $7,000.00 pesos aproximadamente, significaría que el costo total para empezar un negocio es de $8,750.00 pesos, lo cual resulta evidentemente falso, pues esa cantidad es rebasada simplemente añadiendo los derechos de expedición del permiso que otorga la Secretaría de Relaciones Exteriores y los de inscripción en el Registro Público de Comercio correspondiente, y aún mas pensando en la inversión mínima requerida para la realización de cualquier actividad económica sumada a los costos derivados del cumplimiento de todos los requisitos fiscales y administrativos (locales y federales) necesarios para "empezar un negocio".

· No debe perderse de vista que este tipo de organismos tienen por objeto, precisamente  establecer pautas y condiciones económicas en todo el mundo que satisfagan los intereses de los países más desarrollados (muchas veces en detrimento del desarrollo social, democrático y humanitario que requieren países como el nuestro), y en este afán de cumplir su objetivo presentan estudios como los que fundamentan la Iniciativa en comento, y que parten de premisas, sistemas y metodologías muy cuestionables. Compara lo que no puede ser comparado: países pobres y países ricos, países en vías de desarrollo y países desarrollados, países de ley común y países de Derecho escrito; en referencia a un modelo único, el de sus autores, el sistema anglosajón. En el caso que nos ocupa, las fuentes consultadas no son ni los prestadores ni los usuarios de los servicios, sino consultores externos auspiciados por el mismo Banco Mundial.

· Evidentemente nada dice el Banco Mundial respecto al valor jurídico agregado que supone para los prestatarios de los servicios de fe pública, evitar los desequilibrios entre partes y los fraudes corporativos como los que con frecuencia suceden en el sistema sajón -En ese mismo sentido, pareciera sesgada la información relativa a las quejas presentadas durante el año de 2007 contra diversos notarios del Distrito Federal señalada en la Iniciativa en comento, pues habría que considerar cuántas de dichas quejas fueron procedentes y resueltas a favor del quejoso, y sobre todo considerar dicha cifra en relación con el número de instrumentos elaborados en el mismo año de 2007 por los notarios del Distrito Federal, que estimamos en el orden de 300,000 (es decir dichas quejas no representarían el 0.034% de los actos en los que intervinieron los notarios)-.

· En contraste, la Universidad Nacional Autónoma de México, a través de su Instituto de Investigaciones Económicas, de la que no se puede objetar su autoridad moral y científica para analizar y comentar la realidad mexicana, ni sus conocimientos claros de la tradición jurídica y económica de nuestro país, y menos aún la independencia de que goza, recientemente publicó un estudio en el que demuestra los errores e inconsistencias de los estudios "Doing Business" y el Banco Mundial
. En dicho estudio Silva-Herzog F. concluye que éstos últimos aparentemente pretenden importar modelos ajenos, sin tomar en cuenta la realidad mexicana y los factores históricos que explican y justifican la existencia de sus instituciones. 

· "La fuente de información para el estudio fue sin duda incompleta y la metodología utilizada errónea e inconsistente. La ingenua concepción economicista según la cual "lo que no es, no susceptible de medición, no existe" y su expresión no menos candorosa en la sentencia del Banco Mundial "lo que se mide, reforma", son la expresión de una falta de comprensión del fenómeno que pretenden estudiar. No existen mercados en abstracto, sino mercados que forman parte de sociedades concretas. Y si bien la abstracción y los modelos son instrumentos valiosos, hay que tener mucho cuidado de no abandonar la realidad en la búsqueda del entendimiento o en la clasificación con base en criterios unilaterales y arbitrarios.".

· A propósito de los índices de notario por habitante que se señalan en el cuadro resumen de la Exposición de Motivos, es evidente lo vago, impreciso y parcial del manejo de dichos datos, pues en esta relación se dejan de tomar factores clave, como el ingreso por persona, el producto interno bruto, la edad promedio de la población, el número de negocios que requieren la intervención de fedatarios, el número de personas económicamente activas y el de aquellas que participan en la economía formal, regulada y controlada por el Estado (simplemente pensemos en la cifra que representan los miles de mexicanos que se encuentran en la extrema pobreza).
· Es particularmente relevante hacer notar que en reiteradas ocasiones se ha pretendido llevar a cabo reformas a la Ley Federal de Correduría Pública de contenido muy similar a las de la Iniciativa de referencia, sin embargo en todos los casos al igual que en éste, las correspondientes Comisiones integrantes de esta soberanía consideraron que dichas iniciativas atentaban contra el Pacto Federal e incluían materias de exclusiva competencia de las legislaturas locales. No es casualidad que de todas estas iniciativas de reforma pretendidas a la Ley Federal de Correduría Pública, la única reforma que ha prosperado tuvo como objetivo precisar con mayor claridad algunas facultades del Corredor Público, para evitar que por confusión o con incorrectas interpretaciones de la Ley, se pudiera dar un mayor alcance al ámbito de su actuación legal, en perjuicio de los prestatarios de los servicios de la fe pública.

· Dicha reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación con fecha 23 de mayo de 2006
,confirma la imposibilidad de los Corredores Públicos para actuar en aquellas materias que constitucionalmente corresponde a los Estados legislar, y por tanto les quedan restringidas, tales como: contratos, convenios y actos jurídicos en tratándose de inmuebles; el otorgamiento de créditos refaccionarios o de habilitación o avío; el otorgamiento de poderes (en cumplimiento de los principios establecidos en los artículos 41, 42, 73, 121 y 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 78 y 79 del Código de Comercio, 13 y 14 del Código Civil Federal, conforme a los cuales, lo relativo a los bienes inmuebles, y la materia civil a la que éstos pertenecen al igual que la forma del contrato de hipoteca y de mandato, les corresponde legislar a las legislaturas locales); dar fe de hechos, estados, situaciones o abstenciones que guarden personas o cosas, que no se regulen de manera específica por alguna ley de naturaleza mercantil expedida por el Congreso de la Unión (pues en cualquier otro caso quedaría impedido conforme al artículo 73 constitucional); así como cotejar y certificar documentos que no se refieran a los actos o pólizas en que hayan intervenido. 

Y decimos que "confirmó", ya que esta imposibilidad de actuación ha sido reconocida por la citada Ley desde su creación, lo que categóricamente ha sido confirmado por nuestro Máximo Tribunal
 precisamente al referirse a la reforma comentada en el párrafo anterior:

"Con base en lo expuesto , esta Primera Sala estima que los planteamientos del quejoso son infundados, ya que de los textos de los artículos transcritos al inicio de este considerando se advierte, que tanto en el numeral reformado como en el anterior, el Corredor Público estaba exceptuado para actuar como fedatario en actos jurídicos no mercantiles, en tratándose de inmuebles, así como dar fe de hechos que no se consideren de naturaleza mercantil, y por tanto la reforma de los preceptos mencionados, se reitera, no cambió un estado de cosas sino que lo confirmó."

· Base de esta reciente reforma fueron diversos criterios jurisprudenciales dictados recientemente por nuestros tribunales y la Suprema Corte de Justicia de la Nación
, considerando que mediante la incorporación a la ley de dichos criterios se eliminaría la pretensión de interpretar inadecuadamente la Ley Federal de Correduría Pública a efecto de privilegiar la  seguridad jurídica, tomando en cuenta la cantidad de juicios y controversias, y con ellos los costos, que debido a esta incorrecta interpretación y aplicación se habían generado desde la entrada en vigor de la Ley que hoy se pretende reformar ilegalmente.

· Resulta criticable que se desconozca la reforma anteriormente comentada, sus antecedentes y sus objetivos, pero resulta aún más criticable que se omita el dictamen que hace apenas unos días fue sometido a consideración del Senado de la República por parte de las Comisiones de Comercio y Fomento Industrial y de Estudios Legislativos, a la minuta con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Sociedades Mercantiles
. En dicho dictamen los comisiones dictaminadoras expresamente proponen suprimir las reformas a los párrafos segundo, tercero y cuarto del artículo 10 de la Ley General de Sociedades Mercantiles contenidas en dicho proyecto de decreto, pues consideraron que otorgar facultades a los corredores públicos para formalizar los acuerdos de la asamblea o los órganos de administración de una sociedad mercantil que tengan por objeto otorgar poderes, se podía interpretar como violatorio de la distribución competencial que señala la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que la materia de otorgamiento de poderes, por ser de naturaleza civil, es de competencia exclusiva de las Legislaturas de los Estados de la República.

"En este sentido, también se puede considerar que esta determinación excede la facultad fedataria que señala para los corredores en la Ley Federal de Correduría Pública (exclusivamente en materia mercantil) y que fue analizada con detalle en la LIX legislatura de este Senado de la República en las reformas a la misma aprobadas en abril de 2006 (consultable en la Gaceta del Senado de la República, número 163 del año 2006, LIX Legislatura).

Es decir, el Poder Legislativo Federal ha realizado recientemente un examen de las facultades de los corredores públicos, precisamente para dotar de certidumbre jurídica a todos sus actos.

En esa reforma se consideró oportuno precisar la capacidad de los corredores de intervenir en la constitución y en los demás actos previstos por la Ley General de Sociedades Mercantiles, incluyendo específicamente aquellos en los que se haga constar la representación orgánica, cómo señala actualmente la fracción VI del artículo 6 de la referida Ley, por lo que resulta claro que se limitó dicha facultad de los corredores en la búsqueda de otorgar certidumbre jurídica a los particulares y de no dejar espacio a actos que pudieran resultar controvertibles en perjuicio de los mismos.

Estas comisiones consideran que los argumentos vertidos para la aprobación de esa reforma siguen siendo vigentes y aplicables. (énfasis añadido)

En este mismo tema se ha pronunciado recientemente la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por lo que se cita textualmente los contenidos de la tesis jurisprudencial 113/2005: ...
...En este sentido, estás comisiones no omiten manifestar que están suficientemente informadas de la controversia que conlleva la probable competencia de los corredores públicos para formalizar el otorgamiento de poderes que se consideran objeto de la facultad legislativa de los Estados de la República....

...En tales condiciones, estas comisiones dictaminadoras no consideran necesario incorporar en el texto la propuesta de la minuta en estudio la reforma a los párrafos segundo, tercero y cuarto del artículo 10 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, cuestión que por ser controvertida y sujeta de diversa interpretación constitucional, no contribuye a la certidumbre que debe caracterizar a nuestro sistema jurídico ..."

· Al concluir que la reforma en comento contiene más bien una regulación de la función notarial, es importante reconocer expresamente que ésta bajo ninguna causa puede ser competencia de la Federación, sino de las entidades federativas, tal y como ha quedado resuelto por el propio Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación -a partir de una interpretación de los artículos 41, 41, 73, 116, 117 y 124 de la Constitución Federal- en la sentencia relativa a la Acción de Inconstitucionalidad 11/2002, interpuesta por los Diputados Integrantes de la Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado de Jalisco. 

· Por último cabe precisar, en relación con la referencia que hace la iniciativa al  "oligopolio de la fe pública”, que dicha afirmación resulta inadmisible desde el punto de vista económico y jurídico, toda vez que aquellos sujetos a los que se refiere (Secretarios de Acuerdos, Jueces del Registro Civil, Agentes del Ministerio Público, Registradores de la Propiedad, Cónsules, Notarios, Poder Legislativo en sus funciones de publicación y promulgación de leyes, entre otros, incluyendo desde luego a los propios Corredores en determinados casos) ni son expendedores de mercancías, ni prestan servicios profesionales en general, sino que realizan funciones públicas que como tales corresponden al Estado, el cuál como señalamos anteriormente, para poder llevarlas a cabo, las delega en diversos funcionarios y en ciertos casos en particulares, como son los Corredores y los notarios
.

· El Congreso de la Unión en estricto apego al sistema federal consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, está imposibilitado para atribuirle facultades al Corredor Público en materias cuya legislación está reservada a los Estados. Lo contrario, además de ilegal, implica generar inseguridad e incertidumbre jurídicas para los ciudadanos que deben beneficiarse con la actividad de este profesional.

� Ejecutoria que recayó a la Acción de Inconstitucionalidad 11/2002 (Véase Anexo 1)


� La Suprema Corte de Justicia de la Nación, así lo ha establecido en diversas resoluciones, de las que se citan las ubicadas bajo los siguientes rubros (véase en edición especial 2006, de la revista “Escribano”, Anexo 3):


- ESTADOS, FACULTADES DE LOS.


- FRACCIONAMIENTOS. EL ARTICULO 77, FRACCION III, DE LA LEY RELATIVA DEL ESTADO DE PUEBLA, NO INVADE LA ESFERA FEDERAL.


- SISTEMA FEDERAL. TRATANDOSE DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS Y EL DISTRITO FEDERAL, NO SE ADMITE QUE UN MISMO TERRITORIO ESTE REGIDO POR DOS LEGISLATURAS LOCALES.


- BIENES INMUEBLES. SE RIGEN POR LA LEY DEL LUGAR DE SU UBICACIÓN.


- CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS ENTRE LA FEDERACIÓN, LAS ENTIDADES FEDERATIVAS Y LOS MUNICIPIOS.


- CONTRATOS DE CRÉDITO SIMPLE DE HABILITACIÓN O AVÍO CON GARANTÍA HIPOTECARIA. DEBEN CONSTAR EN ESCRITURA PÚBLICA PARA DEMANDARSE SU CUMPLIMIENTO EN LA VÍA SUMARIA CIVIL POR INSTITUCIONES DE CRÉDITO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).


- SOCIEDADES MERCANTILES LEY DE. EL ARTÍCULO 10 NO TRANSGREDE LA FRACCIÓN X, DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.


- CORREDORES PÚBLICOS. CARECEN DE FACULTADES PARA CERTIFICAR TESTIMONIOS NOTARIALES EN LOS QUE SE OTORGAN PODERES.





� Lo que confirmó la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la Contradicción de Tesis 33/2002-PS de la que se derivó la jurisprudencia identificada como "CORREDORES PÚBLICOS. LA FACULTAD PARA DAR FE DE LA DESIGNACIÓN DE REPRESENTANTES LEGALES DE SOCIEDADES MERCANTILES Y DE LAS FACULTADES DE QUE ESTÁN INVESTIDOS, NO EXCLUYE A LOS NOTARIOS PÚBLICOS DE ESA FUNCIÓN." ( Contradicción de tesis 33/2002-PS. Entre las sustentadas, por una parte por los Tribunales Colegiados Noveno en Materia de Trabajo, Noveno en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito y Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito. 03 de agosto de 2005. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Isaías Castrejón Miranda. Tesis Jurisprudencial 123/2005) (ver página 20 de la revista “Escribano”,  Anexo 3)





� SILVA-HERZOG F., Jesús, "La dimensión económica del notariado", Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Económicas, Miguel Ángel Porrúa, México, 2008, (Véase Anexo 2). 


� Véase Anexo 3, ( páginas 22 y siguientes de la edición especial 2006, de la revista “Escribano”).


� Resolución del Amparo en revisión 1070/2007.


�CONTRATOS DE CRÉDITO SIMPLE DE HABILITACIÓN O AVÍO CON GARANTÍA HIPOTECARIA. DEBEN CONSTAR EN ESCRITURA PÚBLICA PARA DEMANDARSE SU CUMPLIMIENTO EN LA VÍA SUMARIA CIVIL POR INSTITUCIONES DE CRÉDITO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO".- Novena Época Instancia: Primera Sala Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo: X, Octubre de 1999 Tesis: 1a./J. 36/99 Página: 39 Materia: Civil Jurisprudencia.)





 "CORREDORES PÚBLICOS. ESTAN FACULTADOS PARA DAR FE DE LA DESIGNACIÓN DE REPRESENTANTES LEGALES DE LAS SOCIEDADES MERCANTILES Y DE LAS FACULTADES DE QUE ESTÉN INVESTIDOS (REPRESENTACIÓN ORGÁNICA), CUANDO SE OTORGUEN EN LA CONSTITUCIÓN, MODIFICACIÓN, FUSIÓN, ESCISIÓN, DISOLUCIÓN, LIQUIDACIÓN Y EXTINCIÓN DE AQUELLAS" (tesis de jurisprudencia 113/2005)


� Véase Anexo 4.


� En este último caso la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió "NOTARIOS PÚBLICOS. NO SON AGENTES ECONÓMICOS PARA EFECTOS DE LA LEY FEDERAL DE COMPETENCIA ECONÓMICA."( Novena Época Instancia: Primera Sala Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo: XV, Abril de 2002 Tesis: 1a. XXXI/2002 Página: 466 Materia: Administrativa Tesis aislada). (Ver página 9 de la edición especial 2006, de la revista “Escribano”, Anexo 3).





En el mismo sentido, resulta relevante señalar que con fecha 25 de septiembre de 2008, el Pleno de la Comisión Federal de Competencia decretó el cierre del expediente 10-02-2007, correspondiente a su “Investigación de Oficio por prácticas monopólicas absolutas en el mercado de los servicios de notariado público en el territorio nacional”.
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